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JDO. CONTENCIOSO/ADMTVO. N. 5 MURCIA  
 
SENTENCIA: 
00265/2009  

 
NOTIFICACION LEXNET 17/04/09  

SENTENCIA N° 265  

 
En Murcia, a siete de abril del dos mil nueve.  

EN NOMBRE DE S. M. EL REY  

EL ILMO. SR. D. JOSÉ MARÍA PÉREZ-CRESPO PAYÁ, MAGISTRADO-JUEZ 
DEL JUZGADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NÚMERO CINCO DE 
ESTA CIUDAD; habiendo visto los presentes autos de recurso contencioso 
administrativo n° 496/07, tramitado por las normas del procedimiento en primera o 
única instancia, en cuantía indeterminada, en el que ha sido parte recurrente el 
Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, representado por el Procurador Sr. 
Sagaseta López y dirigido por el Letrado Sr. Benayas Huertas, y parte recurrida el 
Ayuntamiento de Mula, representado por el Procurador Sr. Hernández Foulquie y 
defendido por el letrado Sr. Palazón y como interesados el Colegio Oficial de 
Ingenieros Industriales de Murcia y Cartagena, representado por la Procuradora Sra. 
Carles Cano-Manuel y defendida por el Letrado Sr. Ortega y el Colegio de Ingenieros 
de Caminos, Canales y Puertos, con igual representación y defendido por el Letrado 
Sr. Márquez, sobre licencia:  

ANTECEDENTES DE HECHO  

PRIMERO.- Por el Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, a través 
de su representación procesal, se interpuso recurso contencioso-administrativo contra 
el acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Mula de dos de 
noviembre del dos mil seis por el que se denegaba a D. Pedro Montera Candel la 
licencia de obras para la construcción de una nave de 1600 metros cuadrados para 
uso de almacén en el paraje de San Sebastián, resolución recaída en el expediente 
LOM55/04.  

 
Admitido a trámite el recurso y recibido el expediente administrativo, la parte 

actora formalizó la demanda en la que, tras exponer los hechos y fundamentos de 
derecho que estimó de aplicación, terminó suplicando que se dictara sentencia por la 
que se declare que los ingenieros técnicos de Obras Públicas son profesionales, que, 
a tenor de su plan de estudios, tienen la suficiente capacidad técnica para redactar el 
proyecto objeto de este juicio, por lo que son técnicos legalmente competentes y, en 
consecuencia, declare la no conformidad a derecho de la resolución impugnada.  

 
SEGUNDO.- Dado traslado de la demanda a la Administración demandada e 

interesadas, aquellas se opusieron al recurso e interesó que se desestime el recurso, 
con expresa imposición de costas a la recurrente.  

 
TERCERO.- Recibido el presente recurso a prueba y practicada la declarada 

pertinente, tras evacuarse la vista, se declararon los autos conclusos para sentencia.  
 
CUARTO.- En la tramitación del presente recurso se han observado todas las 



prescripciones legales.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

PRIMERO. - La resolución impugnada, como quedó expuesto, es el acuerdo de 
la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Mula de dos de noviembre del dos mil 
seis por el que se denegaba a D. Pedro Montero Candel la licencia de obras para la 
construcción de una nave de 1600 metros cuadrados para uso de almacén en el paraje 
de San Sebastián, resolución recaída en el expediente LOM55/04.  

 
La Corporación recurrente alega los ingenieros técnicos están situados en pie 

de igualdad con los ingenieros para la proyección de de determinadas edificaciones, 
como es la nave que es objeto de este recurso, a la vista del concepto que se maneja 
en el artículo 2.2 letra ) de la Ley 33/1999, sobre Ordenación de la Edificación, dado 
que aparece incluido como titulación habilitante para la proyección de estos, al exigir el 
artículo 10.2 de la citada ley, que para ello se deberá "Estar en posesión de la titulación 
académica y profesional habilitante de arquitecto, arquitecto técnico, ingeniero o 
ingeniero técnico, según corresponda, y cumplir las condiciones exigibles para el 
ejercicio de la profesión. En dicho artículo 2 se diferenciaba entre edificios cuyo uso 
principal esté comprendido en los siguientes grupos : "Administrativo, sanitario, 
religioso, residencial en todas sus formas, docente y cultural", para los que se requerirá 
titulo de arquitecto, de los edificios cuyo uso sea "Aeronáutico; agropecuario; de la 
energía; de la hidráulica; minero; de telecomunicaciones (referido a la ingeniería de las 
telecomunicaciones); del transporte terrestre, marítimo, fluvial y aéreo; forestal; 
industrial; naval; de la ingeniería de saneamiento e higiene, y accesorio a las obras de 
ingeniería y su explotación" y "todas las demás edificaciones cuyos usos no estén 
expresamente relacionados en los grupos anteriores". Ello le lleva a conjugarlo con lo 
previsto en el artículo 2.1 letra a) de la Ley 12/1986, de uno de abril, reguladora de las 
atribuciones profesionales de los arquitectos e ingenieros técnicos, que viene a 
establecer que "corresponden a los Ingenieros técnicos, dentro de su respectiva 
especialidad, la redacción y firma de proyectos que tengan por objeto la construcción, 
reforma, reparación, conservación, demolición, fabricación, instalación, montaje o 
explotación de bienes muebles o inmuebles, en sus respectivos casos, tanto con 
carácter principal como accesorio, siempre que queden comprendidos por su 
naturaleza y características en la técnica propia de cada titulación". De este modo, lo 
esencial es que el redactor del proyecto tiene capacidad técnica para llevar a cabo la 
obra en cuestión, a la vista que tiene la especialidad en construcciones ci viles y, 
teniendo en cuenta el plan de estudios que curso y sin perjuicio que otros profesionales 
podían concurrir realizar esta.  

 
La Administración, por su parte, sostiene que el técnico redactor del proyecto 

tiene una especialidad que no se corresponde con la nave industrial para cuya 
construcción se solicitó licencia.  
 

El Colegio Oficial de Ingenieros Industriales vino a matizar que si bien se 
reconoce la capacidad a los Ingenieros Técnicos para proyectar, debe tenerse en 
cuenta si por la naturaleza y características del proyecto objeto de este recurso, entra 
en la técnica propia de la titulación, llegando a la conclusión negativa por la 
importancia y envergadura del proyecto, citando, en apoyo de esta la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 29 de septiembre del dos mil seis, así como en las Directrices 
General del Plan de Estudios, aparece que se ocupan de la organización de obras 
civiles, de los procedimiento y maquinarias de construcciones necesarios para estas 
obras y de los materiales que deben utilizarse en esta y que su actividad puede 
extenderse a la infraestructura de los transportes caminos.  

El Colegio de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos mostró, igualmente su 



disconformidad con la competencia del técnico para redactar el proyecto, el cual 
presenta deficiencias y cita que, para conocer la titulación de la cual derivan las 
atribuciones profesionales, habrá de estarse al principio de especialidad, de acuerdo 
con las especialidades contempladas en el Decreto 148/1969 y, la citada especialidad 
no se corresponde con la construcción de una estructura sino va a aparejada a la 
materia que se corresponde con la actividad que desarrolla y, en cualquier caso, 
reitera que por la envergadura de la obra, excede de su capacitación. En concreto, el 
artículo 8 del Real Decreto 148/1969 de 13 febrero 1969, por el que se regulan las 
especialidades a cursar en las Escuelas de Arquitectura e Ingeniería Técnica, en 
relación a la Ingeniería Técnica de Obras Públicas especialidad construcciones civiles, 
precisa que esta es la relativa a la ejecución de obras de ingeniería civil, así como a 
los trabajos, selección y utilización de la maquinaria y equipos necesarios para su 
realización.  

SEGUNDO.- Concretando, lo que se trata de decidir en el presente litigio es si 
un Ingeniero Técnico de Obras Públicas es competente para la redacción de un 
proyecto de construcción de una nave industrial con estructura metálica para uso como 
almacén, con una superficie cubierta de 1.600 metros cuadrados, con unas 
dimensiones exteriores de 64x25 metros y 7 metros de altura a alero, con una 
cimentación de zapatas aisladas en pilares, solera de hormigón de 15 cm., armada con 
mañazo de 15x15 por diámetro y estructura metálica con pórtico a dos aguas, 
cerramiento con placas prefabricadas de hormigón y cubierta de chapa metálica 
galvanizada, o si esta corresponde a Ingenieros Industriales o de Canales y Puertos.  

 
 La jurisprudencia del Tribunal Supremo no se ha pronunciado, en términos 
generales, sobre las competencias que corresponden a los arquitectos, las que 
corresponden a los arquitectos técnicos, las que corresponden a los Ingenieros de 
Caminos, Canales y Puertos y las que corresponden a los Ingenieros Técnicos de 
Obras Públicas, ni el deslinde de estas competencias. Así se ha pronunciado la STS 
de 30 de noviembre de 2001 afirmando que "es ya muy reiterada la doctrina de esta 
Sala, de que, efectivamente, no existe monopolio alguno para la formalización y 
ejecución de proyectos de las diversas modalidades de construcciones --- salvo la 
vivienda humana --- a favor de una profesión de determinada. Tal competencia no está 
atribuida en exclusiva a nadie, estableciendo las sucesivas reglamentaciones, 
competencias concurrentes sin exacta precisión en su delimitación y alcance, para 
añadir que "Esta Sala ha venido siendo rotunda en rechazar el monopolio 
competencial a favor de una específica profesión técnica, reconociendo la posible 
competencia a todo título facultativo legalmente reconocido como tal, siempre que 
integre un nivel de conocimientos técnicos correspondiente a la naturaleza y 
envergadura de los proyectos realizados sobre la materia atinente a su especialidad, 
dependiendo la competencia de cada rama de Ingeniería, de la capacidad técnica 
real conforme a los estudios emanados de su titulación para el desempeño de las 
funciones propias de la misma."  

 
De este modo, la clave va a estar en el concepto de "especialidad" que maneja 

el artículo 1.2 de la Ley 12/1986, según el cual: "A los efectos previstos en esta Ley se 
considera como especialidad cada una de las enumeradas en el Decreto 148/1969, 
de 13 de febrero, por el que se regulan las denominaciones de los graduados en 
Escuelas Técnicas y las especialidades a cursar en las Escuelas de Arquitectos e 
Ingeniería Técnica. Sin embargo, cuando se acude al mencionado Decreto vemos que 
se hace un doble uso de dicho término. Así, dentro de los Ingenieros Técnicos, se 
contemplan las especialidades de ingeniería técnica aeronáutica, agrícola, forestal, 
industrial, telecomunicaciones e ingeniería técnicas de obras públicas, entre otras y, a 
su vez, dentro de la especialidad de ingeniería técnica de obras públicas, aparecen las 
de a) construcciones civiles, b)hidrológica, c)tráfico y d)servicios urbanos y vías de 
comunicación y transporte. En tal sentido tiene relevancia la Sentencia invocada por la 
Administración y el Colegio de Ingenieros industriales de 29 de septiembre del dos mil 



seis, que habla que "el titulo es concretamente el de ingeniero técnico cualificado por la 
alusión a la especialidad", para añadir que "cuando la tarea a realizar forme parte del 
contenido típico de un grupo de actividades configurado como especialidad, debe 
requerirse que sea precisamente un especialista en esas actividades y no en otra quien 
suscriba el proyecto"  

Para el supuesto que nos ocupa, no parece el ingeniero técnico de obras 
públicas, aún con la especialidad en construcciones civiles, sea técnico con habilitación 
suficiente para proyectar la nave industrial debatida, dado que, de acuerdo con el 
artículo 8 del Decreto 148/1969, de 13 de febrero, por el que se regulan las 
denominaciones de los graduados en Escuelas Técnicas y las especialidades a cursar 
en las Escuelas de Arquitectos e Ingeniería Técnica, este se encuentra habilitado para 
relativa a la ejecución de obras civiles, término que confronta en el artículo 5 cuando se 
refiere al ingeniero técnico industrial el cual lo esta para entre otras, a "la ejecución de 
estructuras y construcciones industriales", en cuyo concepto si tiene encaje una nave 
industrial. Si a lo anterior, se une que, en las Directrices Generales de esta ingeniería 
que aparecen publicadas en el BOE de 18 de octubre del dos mil tres, se hable que 
sus objetivos formativos, sean "proporcionar una formación adecuada en las bases 
teóricas y en la tecnología específica de esta ingeniería técnica. Estos profesionales 
se ocupan de la organización de obras civiles, de los procedimientos y maquinaria de 
construcciones necesarios para estas obras, y de los materiales que deben utilizarse 
en ellas. Su actividad puede extenderse a la infraestructura de los transportes, 
caminos, aeropuertos o ferrocarriles, aplicando en cada caso la tecnología y 
estructura conveniente", no parece equiparable el concepto de obra civil al de 
construcción industrial y nos hacen pensar que carece de la capacitación técnica 
suficiente para llevar a cabo la citada obra que proyectó.  

 
De otra parte, desde el punto de vista de la envergadura de la obra proyectada, a la 
que se le pusieron de manifiesto ciertas deficiencias, aunque no lo fueran estructurales 
tampoco puede considerarse que el Sr. Galiana, lo este, el cual tampoco ha 
demostrado haber ampliado sus conocimientos, ni cual es su propia experiencia 
profesional, con lo que necesariamente ha de concluirse negándole, en este caso, 
capacidad para proyectar aquella obra.  

 
TERCERO. - No se aprecian circunstancias suficientes para hacer un especial 

pronunciamiento en materia de costas, de conformidad con lo establecido en el art. 
139.1 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción.  

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación  

FALLO  

Que debo desestimar y desestimo el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por la representación de Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas, contra el acuerdo de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Mula 
de dos de noviembre del dos mil seis por el que se denegaba a D. Pedro Montero 
Candel la licencia de obras para la construcción de una nave de 1600 metros 
cuadrados para uso de almacén en el paraje de San Sebastián, resolución recaída en 
el expediente LOM55/04, por ser el acto impugnado conforme a derecho y sin que 
proceda declaración de costas.  

 
Notifíquese la presente resolución las partes, haciéndoles saber que contra la misma 
cabe recurso de apelación dentro de los quince días siguientes a la notificación de la 
presenta resolución  

 
Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.  
 



 
PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior Sentencia por el Magistrado-

Juez que la suscribe, estando celebrando audiencia pública en el día de la fecha, doy 
fe.  
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